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Alcances del Acuerdo Plenario n.° 3-2009/CJ-116. Lesiones en la 
víctima del delito de robo con agravantes 

1. La doctrina jurisprudencial ha establecido, como requisito 
para la aplicación de la agravante contenida en el inciso 1 del 
segundo párrafo del artículo 189 del Código Penal, que las 
lesiones producidas en la víctima superen cuantitativamente 
los diez días de incapacidad médico legal, cuyo informe debe 
ser emitido por el profesional de la salud autorizado. Por otro 
lado, en el delito de robo con agravantes no es admisible la 
excepción a este criterio respecto a la especial gravedad de 
los hechos, dado que el propio delito de robo con agravantes 
es, en sí mismo, uno de especial gravedad, por lo que el único 
factor relevante será, en todos los casos, el nivel de afectación 
corporal determinado cuantitativamente. 2. De la lectura del 
certificado médico legal practicado al agraviado Pedro 
Valerio Lipa Laura, resulta evidente que el profesional médico 
legista otorgó solo siete días de incapacidad médico legal, por 
lo tanto, resulta desproporcional atribuir la agravante 
contenida en el numeral 1 del segundo párrafo del artículo 189 
del Código Penal. 3. En tal virtud, al haberse determinado que 
los órganos de mérito se apartaron de la doctrina 
jurisprudencial, corresponde declarar fundado el recurso de 
casación interpuesto por la causal 5 del artículo 429 del Código 
Procesal Penal. En consecuencia, corresponde revocar el 
extremo de la pena impuesta.   

SENTENCIA DE CASACIÓN  

Sala Penal Permanente 

Casación n.° 1052-2022/Cusco 

Lima, tres de julio de dos mil veintiséis 

VISTOS: en audiencia pública, 

mediante el sistema de videoconferencia, el recurso de casación 

interpuesto por la defensa técnica del encausado Darwin Condori Mozo 
contra la sentencia de vista del 1 de abril de 2022 (foja 110), emitida por 

la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Cusco, que confirmó la condena impuesta en la sentencia de primera 

instancia del 8 de noviembre de 2021 (foja 23), por la tentativa del delito 

contra el patrimonio, en la modalidad de robo con agravantes, en 

perjuicio de Pedro Valerio Lipa Laura; en consecuencia, le impuso 17 
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años de pena privativa de libertad y fijó, por concepto de reparación 

civil, la suma de S/2000 (dos mil soles); con lo demás que contiene.   

Intervino como ponente el señor juez supremo CAMPOS BARRANZUELA. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

I. Del procedimiento en primera y segunda instancia     

Primero. El fiscal provincial de la Primera Fiscalía Provincial Penal de 

Quispicanchi (Cusco), del 14 de junio de 2021 (foja 2), formuló acusación 

penal contra el imputado Darwin Condori Mozo y otros, y les atribuyó la 

presunta comisión de la tentativa del delito de robo con agravantes, en 

perjuicio de Pedro Valerio Lipa Laura.  

Solicitó la aplicación de las siguientes consecuencias jurídicas: 

∞ Imponer, por la tentativa del delito de robo con agravantes, 17 años 

de pena privativa de libertad y el pago de reparación civil de S/6000 

(seis mil soles) a favor de la parte agraviada.  

∞ En síntesis, conforme se desprende de la acusación, se incriminó lo 

siguiente —ad litteram—:  

Hechos precedentes: El 10 de noviembre de 2020, el agraviado Pedro Valerio 

Lipa Laura se encontraba conduciendo un vehículo de transporte (marca 

Renault Master) cuando, tras dejar a sus pasajeros en la localidad de Pisac, 

fue abordado por Darwin Condori Mozo. Este sujeto pactó el pago de 

S/ 150.00 para que lo trasladara exclusivamente hacia la localidad de 

Huacarpay, tomando asiento como copiloto.  

Hechos concomitantes: Aproximadamente a las 15:00 horas, en el tramo de 

la ruta San Salvador - Huacarpay, Condori Mozo le solicitó al conductor que 

recogiera a un "amigo" que se encontraba al lado de la pista (su coacusado 

Guido Pinto Cruz). Este sujeto abordó el vehículo y se sentó en la parte 

posterior, detrás de la ventana izquierda. Quince minutos después, Condori 

Mozo se acercó al agraviado y lo amenazó diciéndole: "No haga nada 

estúpido, que ya perdió, que se porte bien y desvíe el vehículo". Tomaron el 

desvío hacia Urcos y avanzaron unos 200 a 300 metros, tiempo en el que 
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Guido Pinto Cruz sacó una cuerda roja de su mochila. El conductor vio una 

oportunidad de escape y le propinó un puñetazo en el rostro a Condori 

Mozo, quien forcejeó intentando sujetarle las manos (causándole arañones) 

y le ordenó a su cómplice que "sacara el arma". En ese instante, el agraviado 

sintió varios golpes en su espalda propinados por Pinto Cruz desde el asiento 

posterior. Ante el ataque, el conductor retiró la llave de contacto, abrió la 

puerta y saltó del vehículo en plena marcha hacia la pista. Huyó corriendo 

en dirección contraria y, al ver que los asaltantes lo perseguían, logró 

esconderse en los totorales de la laguna de Huacarpay. 

Circunstancias posteriores: El agraviado visualizó una camioneta de 

serenazgo y pidió auxilio, mostrando que tenía la espalda ensangrentada y 

una herida abierta, por lo que fue trasladado a una posta médica. Poco 

después, gracias a un plan cerco de la policía, se logró ubicar e intervenir al 

coacusado Guido Pinto Cruz escondido en el techo de una vivienda. En ese 

lugar y momento, Darwin Condori Mozo logró darse a la fuga, siendo 

identificado y capturado con posterioridad.  

Segundo. Seguidamente, se llevó a cabo el juzgamiento, en el cual los 

señores jueces del Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial A de la 

Corte Superior de Justicia de Cusco, a través de la sentencia del 8 de 

noviembre de 2021 (foja 23), condenaron al imputado y le impusieron 17 

años de pena privativa de libertad efectiva y fijaron en S/2000 (dos mil 

soles) el monto de reparación civil que deberá pagar a favor de la parte 

agraviada.    

Los argumentos vertidos fueron, a la letra, los siguientes: 

∞ Que, en el presente caso, se cuenta con un testigo directo de los hechos, la 

única víctima Pedro Valerio Lipa Laura, quien sostiene que Darwin Condori 

Mozo intentó llevarse el vehículo mediante la intimidación, mientras que 

Guido Pinto Cruz fue quien desde la parte posterior lo lesionó en la espalda 

empleando un objeto que según él se trató de un cuchillo. Por ese motivo, 

ese Juzgado hará el análisis respectivo de su declaración tomando en 

cuenta los criterios establecidos en el Acuerdo Plenario N°2-2005/CJ-116.  

∞ La defensa de Darwin Condori ha sostenido que entre su patrocinado y el 

agraviado surgió una discusión porque no se lograron poner de acuerdo en 
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el monto que debía pagar el acusado, dinero que debía adicionar a la 

suma pactada de trescientos soles; de pronto, el agraviado sacó la llave y 

saltó del carro, gritando que querían robar su dinero. Al respecto, no resulta 

creíble lo mencionado ni se encuentra corroborado con prueba alguna, 

excepto lo dicho por su coacusado de haber visto la discusión. Primero, 

porque la primera reacción que tuvo el acusado en mención fue fugar del 

lugar, justificando que tuvo miedo ante la sindicación del agraviado. Si el 

conflicto surgió por lo que afirman, lo adecuado hubiese sido permanecer 

en el lugar y sostener lo que ahora señalan. Además, una discusión no 

puede generar una respuesta tan desproporcionada como es un delito de 

robo. El agraviado en modo alguno manifestó algún incumplimiento de 

pago. Se añade a esta circunstancia que antes de los hechos, ente el 

agraviado y los acusados no existió ningún hecho que motivara insidia, 

molestia, odio para imputarlos de un hecho tan grave. En ese sentido, no se 

advierte en el testimonio del agraviado, incredibilidad subjetiva. 

∞ Mediante las corroboraciones indicadas, se tiene la existencia de lesiones 

físicas en la espalda del agraviado generada por un objeto con punta y/o 

filo, cuya víctima lo relaciona con un cuchillo; sin embargo, pudo ser 

cualquier otro objeto con similares características que generó las lesiones, 

heridas cortantes -a decir del médico legista- que no son compatibles con 

heridas a consecuencia de una caída al piso o al suelo y menos que solo se 

encuentren ubicadas en la parte dorsal superior, porque por lógica alguien 

que cae presenta lesiones en las extremidades inferior y superiores, siendo las 

excoriaciones o equimosis las que se presentan, lo cual no se evidenció en el 

examen médico. Las manchas pardo rojizas tipo contacto en el asiento del 

piloto muestran que el agraviado estuvo herido y al apoyarse al respaldar -

indicó que luego de los hechos manejó el vehículo para sacarlo de la vía- 

imprimió la sangre que estaba en su prenda, manchando el asiento en el 

mismo lado donde se hallan las heridas en su cuerpo. 

∞ En la intervención policial del acusado Guido Pinto Cruz y en el interior del 

vehículo de placa N° X7B-958 donde se produjeron los hechos, no se 

encontró objeto u elemento como arma blanca o arma de fuego y/o sogas. 

Este fue un argumento de la defensa para sostener que no hubo violencia 

física y que todo consistió en una discusión; sin embargo, el que no se haya 

encontrado los objetos no significa que no se produjo la agresión. Conforme 

se tiene acreditado, el agraviado presentaba lesiones en la espalda 
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producto de un agente con punta y/o filo, además, los acusados tuvieron la 

oportunidad de desaparecerlos por cuanto no fueron intervenidos en el 

lugar de los hechos. Guido Pinto fue alcanzado luego que corriera 

aproximadamente cinco minutos y ocultado en una vivienda, en tanto que 

Darwin Condori sí logró huir del lugar. 

∞ En esa línea, ante el análisis realizado, la declaración del agraviado se torna 

creíble, suficiente para incriminar a los acusados, en cuanto al uso de 

intimidación y uso de violencia física. La primera a través de expresiones 

como pórtate bien, no queremos hacerte daño; y la segunda, con el 

forcejeo y empleo de un arma que le fue inferida sobre su espalda. El 

empleo de la violencia, tuvo por finalidad, como lo refiere el agraviado, el 

de llevarse el vehículo. El acusado Darwin Condori estaba estratégicamente 

en el volante, de lo contrario, si hubiese querido sustraer el dinero, no era 

necesario inventar que quería aprender a manejar. Por todo ello, se ha 

determinado que los acusados emplearon violencia contra el agraviado 

con fines de sustraer el vehículo. 

∞ Otra circunstancia que agrava la conducta es que se causó lesiones a la 

víctima, alcanzando siete días de incapacidad médico legal, que si bien no 

supera los diez días, el instrumento empleado sí constituye un elemento que 

le da gravedad al hecho. 

Tercero. El imputado Darwin Condori Mozo apeló el 16 de noviembre de 

2021 (foja 39), lo que se concedió mediante auto de calificación del 2 de 

diciembre de 2021 (foja 49). En ese sentido, se emitió la sentencia de vista 

del 1 de abril de 2022 (foja 110), que declaró infundado el recurso de 

apelación y confirmó la condena impuesta por la sentencia de primera 

instancia del 8 de noviembre de 2021 (foja 23).  

Los argumentos vertidos fueron, a la letra, los siguientes: 

∞ Que el A-quo ha efectuado un adecuado análisis, interpretación y 

valoración de la prueba actuada, que le ha conducido a concluir por la 

responsabilidad penal de los acusados Guido Pinto Cruz y Darwin Condori 

Mozo en la comisión del delito imputado. En efecto en el presente caso, 

además de la imputación directa del agraviado y de la prueba paralela 

que corrobora la acusación fiscal, se presentan una serie de indicios 
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concurrentes que permiten analizar y efectuar una inferencia correcta de los 

hechos al momento de concluir la interpretación.  

∞ Así se tiene que concurren los siguientes indicios: Indicios antecedentes; porque, 

conforme a la narración de los hechos de parte de los acusados, queda 

probado que estos planificaron el delito; esta conclusión se desprende de las 

comunicaciones que tuvieron a través de sus teléfonos celulares; Indicio de 

presencia en el lugar de los hechos. Ciertamente, es un hecho probado y por 

tanto, no controvertido, que los acusados Guido Pinto Cruz y Darwin Condori 

Mozo, conjuntamente con el agraviado, estuvieron presentes en el lugar de los 

hechos, es decir al interior del vehículo en la zona de Huacarpay el día de los 

hechos; Indicio de actitud sospechosa. Este indicio queda llanamente 

demostrado con la actitud asumida por los acusados luego de que el 

agraviado se arrojara del interior del vehículo. Ciertamente, los imputados 

emprendieron veloz fuga, logrando uno de ellos escapar. Esta conducta revela, 

sin duda, un indicio de actitud sospechosa. Indicio de mala justificación. La 

versión que han dado los acusados para pretender justificar su conducta, 

argumentando que solo trataron de hurtar el dinero del agraviado, no tiene 

ninguna consistencia porque la forma y circunstancias de la comisión del delito, 

revela, qué duda cabe, un actuar concertado y violento que se compadece 

con el delito de robo agravado. Indicio de capacidad delictiva. La forma cómo 

ha sido planificado el robo en la que participaron una pluralidad de agentes, 

quienes abordaron con engaños el vehículo, con fines de apropiarse del mismo, 

revela el grado de capacidad delictiva de los acusados. 

∞ En el caso de autos, se ha actuado prueba oral y documental suficiente que 

demuestra la responsabilidad penal de los acusados Guido Pinto Cruz y Darwin 

Condori Mozo en el delito de robo agravado, en grado de tentativa [...] El grado 

de participación de los acusados ha sido correctamente interpretado por el A-

quo porque en el presente caso, habiéndose perpetrado el delito por una 

pluralidad de agentes, entonces los acusados son coautores en la medida que 

el delito se concibió en base a un acuerdo previo [pactum sceleris], decisión 

común, reparto de roles o funciones y ejecución común. Debe resaltarse que se 

planificó una estrategia para facilitar el traslado y despojo del bien, esto es, 

solicitar la enseñanza en manejo del vehículo a cambio de pago, haciendo uso 

del volante, como fue con el accionar de Condori Mozo, circunstancias en que 

los acusados se apoderarían del bien mediante el uso de amenaza y violencia 

física, todo con la finalidad de obtener provecho económico. 
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∞ La defensa técnica de los imputados ha cuestionado la sentencia 

expresando que no se ha determinado el rol que tenía cada uno de los 

acusados en el delito de robo agravado [...]. A este respecto hay que 

afirmar que del factum de la imputación fiscal se desprende claramente, 

como dijimos líneas arriba, que el delito fue planificado, de tal suerte que 

cada uno de los actores tenía un rol que desempeñar para materializar el 

delito, tanto es así que Condori Mozo era el que tenía que abordar a una 

eventual víctima y con engaños conducirle en su propio vehículo a las 

inmediaciones de la zona de Huacarpay, lugar donde se perpetró el delito. 

Por su parte, Pinto Cruz tenía la función de abordar el vehículo en el camino 

y sentarse en el asiento posterior del mismo para, luego de presentarse el 

momento, agredir a la víctima a fin de facilitar la comisión del delito. 

∞ En el caso de autos, se ha demostrado que los acusados Guido Pinto Cruz y 

Darwin Condori Mozo, actuaron deliberadamente, es decir con conciencia y 

voluntad de intentar apoderarse ilegítimamente del vehículo con placa de 

rodaje N° X7B-958 [propiedad de Tito Hidalgo Torres]. Con este propósito 

hicieron uso de amenaza y violencia contra la víctima aprovechando su 

superioridad numérica y las circunstancias de tiempo y lugar en que se 

encontraban a causa de la planificación del delito. Todas las circunstancias 

que concurren en el hecho revelan, sin duda, su actuar doloso, por lo que su 

conducta se adecúa al tipo penal previsto en el artículo 189 del Código Penal. 

∞ Respecto a la circunstancia agravante prevista en el numeral 1° del segundo 

párrafo del artículo 189 del Código Penal cobra aplicación práctica en el 

presente caso pues la lesión producida, más allá de que solo haya arrojado 

siete días de atención facultativa, empero por el arma utilizada y la zona del 

cuerpo atacada con el instrumento punzo penetrante revela peligrosidad y 

alto riesgo de poner en peligro la vida de la víctima, motivo por el cual el A-

quo ha interpretado acertadamente los hechos y el fundamento jurídico en 

este extremo de la acusación. Así las cosas, a juicio de este Tribunal, la pena 

impuesta responde a los criterios de proporcionalidad y razonabilidad, por lo 

que debe ser confirmada.  

Cuarto. La defensa técnica del encausado Darwin Condori Mozo, al 

no encontrarse conforme con la decisión confirmada, interpuso 

recurso de casación el 11 de abril de 2022 (foja 142), cuya pretensión 

principal es que se revoque la sentencia de vista impugnada y, como 
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pretensión subordinada, se declare su nulidad y se ordene una nueva 

audiencia de apelación por un Colegiado Superior distinto.  

Los agravios propuestos son, de manera literal, los siguientes:   

∞ Alega que, si las lesiones causadas no son superiores a diez días de 

asistencia o descanso, el hecho ha de ser calificado como robo simple 

o básico, siendo que en el presente caso al agraviado se le determinó 

siete días de incapacidad médico legal, por lo que —a su criterio— el 

delito imputado no corresponde a una agravante dentro del segundo 

párrafo, inciso 1 del artículo 189 del Código Penal; por lo tanto, las 

lesiones del agraviado deben ser valoradas dentro de la calificación 

propia de las agravantes del artículo 189 del Código Penal, cuya pena 

es no menor de 12, ni mayor de 20 años. 

II. Procedimiento en la instancia suprema 

Quinto. Ahora bien, elevados los actuados a este Tribunal de 

Casación, al amparo del artículo 430, numeral 5, del Código Procesal 

Penal (en adelante, CPP), se corrió traslado del recurso y, vencido el 

plazo correspondiente, por medio del decreto del 25 de marzo de 

2025 (foja 164), se programó fecha para la calificación del recurso de 

casación. En ese sentido, se emitió el auto de calificación del 2 de 

junio de 2025 (foja 166), por el que se declaró bien concedido el 

recurso de casación ordinario interpuesto por el señor fiscal en lo 

penal por la causal de apartamiento de la doctrina jurisprudencial, 

prevista en el numeral 5 del artículo 429 del CPP.  

Posteriormente, por decreto del 22 de abril de 2026 (foja 182), se señaló 

fecha de audiencia de casación para el 12 de junio de este año.    

Sexto. Realizada la audiencia de casación respectiva, se celebró de 

inmediato la deliberación de la causa en sesión privada y, efectuada la 

votación, por unanimidad, corresponde dictar la presente sentencia 

casatoria, cuya lectura se programó en la fecha.    
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FUNDAMENTOS DE DERECHO  

Séptimo. Objeto del recurso de casación ordinario 

El análisis de censura casacional, desde la causal apartamiento de la 

doctrina jurisprudencial, se centra en el cuestionamiento de si la Sala 

Superior se habría apartado de la jurisprudencia vinculante de la Corte 

Suprema contenida en el Acuerdo Plenario n.° 3-2009/CJ-116, así como 

de las ejecutorias del Supremo Tribunal y del Tribunal Constitucional —en 

particular, el Recurso de Nulidad n.° 161-2019/Callao, el Recurso de 

Nulidad n.° 857 2018/Lima Norte y el Expediente n.° 01345-2022-PHC/TC 

(véase el considerando 3.9 del auto de calificación)—. 

Octavo. El numeral 3 del artículo 433 del CPP autoriza a la Corte Suprema 

establecer precedentes vinculantes. Dicha norma estatuye lo siguiente: 

En todo caso, la Sala de oficio o a pedido del Ministerio Público podrá 

decidir, atendiendo a la naturaleza del asunto objeto de decisión, que lo 

resuelto constituye doctrina jurisprudencial vinculante a los órganos 

jurisdiccionales penales diferentes a la propia Corte Suprema, la cual 

permanecerá hasta que otra decisión expresa la modifique. Si existiere otra 

Sala Penal o ésta se integra con otros Vocales, sin perjuicio de resolverse el 

recurso de casación, a su instancia, se convocará inmediatamente al Pleno 

Casatorio de los Vocales de lo Penal de la Corte Suprema para la decisión 

correspondiente, que se adoptará por mayoría absoluta. En este último 

supuesto no se requiere la intervención de las partes, ni la resolución que se 

dicte afectará la decisión adoptada en el caso que la motiva. La resolución 

que declare la doctrina jurisprudencial se publicará en el diario oficial. 

Noveno. Cuando se interpreta un instituto jurídico material o procesal, y se 

declara su obligatoriedad, este debe ser acatado por todos los jueces. En 

consecuencia, si existe tal precedente y sus alcances han sido 

inobservados o erróneamente aplicados, basta referirse a ese motivo 

para sustentar el recurso de casación. En este caso, el recurso es 
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admisible cuando exista una contradicción de la sentencia con la 

jurisprudencia vinculante.  

Décimo. La casación jurisprudencial resulta atendible hasta en tres 

supuestos. Estos se presentan cuando los órganos jurisdiccionales penales, 

diferentes de la Corte Suprema:  

i) Se apartan de un criterio jurisprudencial vinculante o de ineludible 

observancia, de conformidad con lo establecido en el segundo 

párrafo del artículo veintidós de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

esto es, al decidir, expresamente, no seguir el criterio jurisprudencial 

supremo vinculante que sea de aplicación al caso que resuelven, 

justificando su decisión de apartamiento, precisando sus razones      

—apartamiento expreso de doctrina jurisprudencial—. 

ii) Se soslaya la aplicación del referido criterio jurisprudencial a pesar 

de que resulta ser de aplicación al caso que resuelven, por 

desconocimiento o deliberadamente, sin hacer alusión en la 

resolución que expiden —apartamiento presunto de doctrina 

jurisprudencial—. 

iii) Cuando aparentemente cumplen con aplicar el criterio 

jurisprudencial vinculante, o de ineludible observancia, que resulta 

ser de aplicación al caso que resuelven; no obstante, no lo hacen 

rigurosa, adecuada o acabadamente, lo cual repercute, 

significativamente, en la solución del caso que deciden                     

—apartamiento material de doctrina jurisprudencial—. 

Undécimo. Como ya se ha expuesto, a este Supremo Tribunal, al haberse 

agotado la doble instancia, solo le concierne examinar si el Tribunal 

Superior se ha mantenido dentro de los límites de revisión que le 

corresponden, y fundamentar su propia sentencia de vista en 

concordancia con los criterios jurisprudenciales emitidos por este 
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Supremo Tribunal, con sujeción a las reglas de la sana crítica (leyes de la 

lógica, máximas de la experiencia y conocimientos científicos).  

Duodécimo. En principio, se verifica que tanto la sentencia de primera 

instancia del 8 de noviembre de 2011, así como la sentencia de vista 

emitida el 1 de abril de 2022, emitieron una decisión de responsabilidad 

penal contra el encausado Darwin Condori Mozo y otros, por la tentativa 

del delito de robo con agravantes, donde se acreditó la concurrencia de 

las siguientes agravantes:  

Art. 189 Robo agravado 

Primer párrafo:  

3. A mano armada 

4. con el concurso de dos o más personas 

8. sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios.  

Segundo párrafo:  

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

Décimo tercero. En esos términos, es materia de análisis de este Supremo 

Tribunal lo concerniente a la agravante contenida en el segundo párrafo 

del artículo 189 citado ut supra, referido a las lesiones a la integridad física 

o mental de la víctima.  

Décimo cuarto. Así, de la revisión de los actuados durante el proceso 

penal, se verifica que se practicó el Certificado Médico legal n.° 014341-L, 

el cual otorgó siete días de incapacidad médico legal al agraviado por 

las lesiones sufridas durante los hechos suscitados el 10 de noviembre de 

2020 y por los que se terminó condenando al encausado Darwin Condori 

Mozo.  

Décimo quinto. En ese mérito, la sentencia de vista cuestionada 

determinó que la circunstancia agravante prevista en el numeral 1 del 

segundo párrafo del artículo 189 del Código Penal cobra aplicación 

práctica en el presente caso, pues la lesión producida, más allá de que 
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solo haya arrojado siete días de atención facultativa, por el arma 

utilizada y la zona del cuerpo atacada con el instrumento 

punzopenetrante, revela peligrosidad y alto riesgo de poner en peligro la 

vida de la víctima; motivo por el cual el a quo ha valorado los hechos y el 

fundamento jurídico en este extremo de la acusación. Así las cosas, a 

juicio de este Tribunal, la pena impuesta responde a los criterios de 

proporcionalidad y razonabilidad, por lo que debe ser confirmada.  

Décimo sexto. Al respecto, el Acuerdo Plenario n.° 3-2009/CJ-116 del 13 

de noviembre de 2009, estableció lo siguiente:  

Si las lesiones causadas no son superiores a 10 días de asistencia o descanso el 

hecho ha de ser calificado como robo simple o básico, siempre que no 

concurran medios que den gravedad a las lesiones ocasionadas. Si, en cambio, 

las lesiones causadas son superiores a 10 días y menores de 30 días, su producción 

en el robo configura el agravante del inciso 1) de la segunda parte del artículo 

189° CP. […] cabe aclarar, que en el delito de robo no es de recibo aceptar 

como supuesto de exclusión las “circunstancias que dan gravedad al hecho” 

respecto de la entidad de las lesiones ocasionadas a la víctima. Es obvio que una 

vis in corpore en un contexto de desapoderamiento patrimonial constituye una 

circunstancia que da gravedad al hecho, pero para definir su eficacia 

agravante en el robo lo relevante será, siempre, con exclusión de las 

circunstancias de su empleo, el nivel de afectación a la integridad corporal de la 

víctima que ella produjo. 

Décimo séptimo. En ese sentido, se verifica que la doctrina jurisprudencial 

citada ha establecido como requisito, para la aplicación de la 

agravante contenida en el inciso 1 del segundo párrafo del artículo 189 

del Código Penal, que las lesiones producidas en la víctima superen 

cuantitativamente los diez días de incapacidad médico legal, el cual 

debe ser emitido por el profesional de la salud autorizado.  

Décimo octavo. Por otro lado, en el delito de robo con agravantes no es 

admisible la excepción a este criterio respecto a la especial gravedad de 
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los hechos, dado que el propio delito de robo con agravantes es en sí 

mismo uno de especial gravedad, por lo que el único factor relevante 

será, en todos los casos, el nivel de afectación corporal determinado 

cuantitativamente. 

Décimo noveno. Por lo tanto, de la lectura del certificado médico legal 

practicado al agraviado Pedro Valerio Lipa Laura, resulta evidente que el 

profesional médico legista otorgó solo siete días de incapacidad médico 

legal. Por ende, resulta desproporcional atribuir la agravante contenida 

en el numeral 1 del segundo párrafo del artículo 189 del Código Penal. En 

ese sentido, habiéndose establecido la no concurrencia de la citada 

agravante, se deberá determinar la pena al caso concreto.  

Vigésimo. En el presente caso, los hechos ocurrieron el 10 de noviembre 

de 2020 según la acusación fiscal, es decir, antes de la entrada en 

vigencia del Acuerdo Plenario n.° 1-2023/CIJ-112 del 28 de noviembre de 

2023, el cual reconocía la aplicación del sistema operativo escalonado 

para los delitos con circunstancias agravantes específicas como el robo 

con agravantes.  

Vigésimo primero. Sin embargo, pese a que a la fecha de los hechos la 

pena era determinada bajo el sistema de tercios establecido en el 

artículo 45-A del Código Penal, el citado Acuerdo Plenario n.° 1-2023/CIJ-

112 reconoce que la aplicación de este sistema, a un delito con 

circunstancias agravantes específicas, contiene un efecto perverso, tal y 

como sigue:  

24°. Ante tales limitaciones y controversias los órganos jurisdiccionales y otros 

órganos vinculados a la justicia penal, como los fiscales del Ministerio Público, 

han procurado compensar los vacíos o la desproporción punitiva suscitada, 

incluyendo la aplicación de las atenuantes genéricas del artículo 46, sobre 

todo la relativa a la carencia de antecedentes penales del autor o participe 

del delito. Sin embargo, dicha praxis deviene en inapropiada ya que mezcla 
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circunstancias de diferente naturaleza, eficacia y operatividad. Además, 

siguiendo esta misma actitud e intención compensadora otros operadores 

jurisdiccionales han aplicado también para tales casos el esquema de los 

tercios. Sin embargo, tal proceder conlleva, igualmente, un efecto de 

sustitución perverso y negativo para el condenado, consistente en tener que 

aplicarle siempre una pena dentro del tercio intermedio (concurren 

atenuante genérica con circunstancias agravantes específicas) y que en la 

mayoría de veces resulta ser siempre más severa que la que le 

correspondería con otro esquema operativo como el denominado 

“esquema operativo escalonado”. No obstante, es de precisar también que, 

al uso de este último esquema operativo, aplicable en los casos de delitos 

con circunstancias agravantes específicas, se le ha objetado que tiene 

limitaciones insuperables pues no permite aplicar en ningún caso el mínimo 

de la pena conminada, ya que dicho esquema sólo permite aplicar la 

eficacia de las circunstancias agravantes específicas concurrentes siempre 

por encima de dicho mínimo legal. 

25°. Analizando, pues, la controversia planteada, resulta evidente que la 

opción de jurisprudencia vinculante más ventajosa y que menos distorsiona el 

proceder de los operadores jurisdiccionales, para decidir e imponer una pena 

concreta en coherencia con los principios de legalidad y de pena justa, es la 

que corresponde al empleo de dos esquemas operativos o protocolos de 

aplicación de penas diferentes. En consecuencia, pues, queda establecido 

como disposición jurisprudencial de eficacia vinculante la aplicación del 

esquema operativo de tercios en el caso de los delitos donde sólo se pueden 

utilizar circunstancias genéricas como el delito de homicidio simple del artículo 

106 del Código Penal. Y aplicar el esquema operativo escalonado para los 

supuestos de delitos que poseen circunstancias agravantes específicas como 

el feminicidio (artículo 108-B, segundo párrafo) secuestro (artículo 152, segundo 

párrafo) o robo (artículo 189). 

Vigésimo segundo. Así, por ser más favorable la operación bajo el sistema 

operativo escalonado al ser aplicable al delito de robo con agravantes, 

deberá calcularse la pena a imponerse bajo este esquema operativo.  

∞ En principio, el delito de robo agravado en su nivel básico (primer 

párrafo del artículo 189 del Código Penal) establece una pena 
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conminada no menor de doce (12) ni mayor de veinte (20) años de 

pena privativa de libertad.  

∞ Luego, corresponde analizar las causales de disminución de 

punibilidad aplicables al caso concreto, por lo que deberá reducirse 

la pena conminada del delito prudencialmente en sus extremos 

mínimos y máximos. Al extremo mínimo (12 años), le restamos 2 años: 

el nuevo mínimo legal se fija en 10 años. Al extremo máximo (20 

años), le restamos 6 años: el nuevo máximo legal se fija en 14 años. 

∞ Asimismo, la ley regula para este nivel un catálogo exacto de 8 

circunstancias agravantes específicas. La diferencia entre el nuevo 

máximo (14 años) y el nuevo mínimo (10 años) es de 4 años. Para 

facilitar el cálculo, estos 4 años equivalen a 48 meses. 

∞ Para cuantificar el valor temporal de cada circunstancia agravante, 

se debe dividir la extensión cuantitativa del espacio punitivo (48 

meses) entre el número total de circunstancias agravantes 

específicas que prevé la norma para ese nivel (8 agravantes).  

Operación matemática: 48 meses ÷ 8 agravantes = 6 meses. 

∞ Por lo tanto, cada circunstancia agravante aporta un valor 

cuantitativo de 6 meses. Al concurrir 3 circunstancias agravantes 

específicas en el caso concreto, se debe aplicar de forma 

acumulativa su eficacia multiplicando el valor obtenido en el paso 

anterior. 

Operación matemática: 3 agravantes concurrentes × 6 meses = 1 año y 6 

meses.  

∞ Una vez obtenido el valor temporal conjunto aportado por las 

agravantes concurrentes (1 año y 6 meses), este resultado se suma 

al límite mínimo de la pena legal originaria (10 años) para definir el 

subespacio punitivo o tope máximo de este nivel. 
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Operación matemática: 10 años + 1 año y 6 meses = 11 años y 6 

meses. 

Vigésimo tercero. En esos términos, la nueva pena a imponer al 

encausado Darwin Condori Mozo, por la comisión de la tentativa del 

delito de robo con agravantes, corresponde a 11 años y 6 meses de 

pena privativa de libertad.  

Vigésimo cuarto. En tal virtud, al haberse determinado que los 

órganos de mérito se apartaron de la doctrina jurisprudencial, 

corresponde declarar fundado el recurso de casación interpuesto por 

la causal 5 del artículo 429 del CPP. En consecuencia, corresponde 

revocar el extremo de la pena impuesta, e imponer once años y seis 

meses de pena privativa de libertad.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 

defensa técnica del encausado Darwin Condori Mozo contra la 

sentencia de vista del 1 de abril de 2022 (foja 110), emitida por la 

Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 

de Cusco, que confirmó la condena impuesta en la sentencia de 

primera instancia del 8 de noviembre de 2021 (foja 23), por la 

tentativa del delito contra el patrimonio, en la modalidad de robo 

con agravantes, en perjuicio de Pedro Valerio Lipa Laura. En 

consecuencia, le impuso 17 años de pena privativa de libertad y fijó, 

por concepto de reparación civil, la suma de S/2000 (dos mil soles); 

con lo demás que contiene.  

II. En consecuencia, CASARON la referida sentencia de vista y, 

ACTUANDO COMO SEDE DE INSTANCIA, REVOCARON el extremo de 
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la pena impuesta y, reformándola, impusieron 11 años y 6 meses de 

pena privativa de libertad.   

III. DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria sea leída en 

audiencia pública y que, acto seguido, se publique en la página 

web del Poder Judicial, se notifique a todas las partes apersonadas 

en esta instancia suprema y se devuelvan los actuados.   

Intervinieron los magistrados supremos Campos Barranzuela y Báscones 

Gómez Velásquez por vacaciones y licencia de los señores jueces 

supremos Lujan Tupez y Prado Saldarriaga, respectivamente.  

SS. 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

CAMPOS BARRANZUELA 

BASCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY 

ECB/GAVF     
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